Expediente Nº 21/11: “Bau Juan José s/ Informa se dio inicio a las diligencias sobre actuaciones de, denuncia ante Fiscalia de Crimen 2º c/ Angel Samez”- - - - - - - - - - - -

                                                      Santiago del Estero,  veinte de marzo de dos mil doce.-



Y VISTO: El Expediente Nº 21/11: “Bau Juan José s/ Informa se dio inicio a las diligencias sobre actuaciones de, denuncia ante Fiscalia de Crimen 2º c/ Angel Samez”; mediante el cual se solicita a este Tribunal ejerza la competencia asignada por el Art. 98 inc. 1 de la Ley 3.662 modificada por Ley 6.943, en el marco del Sumario Interno iniciado por el Colegio Notarial, caratulado Expte. Nº 1286/10: “Denuncia Interpuesta por ante la Fiscalia de Crimen de 2ª Nominación por el c/ Angel Alonso Samez c/ q.r.r. p.s.d. Falsif. De firma e.p. Del mismo”. 



Y CONSIDERANDO: I) Que conforme surge de la Resolución Nº 17/2011, obrante a fs. 1/3,  el Consejo Directivo del Colegio Notarial Resuelve, ordenar la iniciación del SUMARIO ADMINISTRATIVO en contra de la Adscripta del Registro Notarial Nª 1, Escribana ROXANA BONAHORA DE HANNE, por considerar prima facie que ha transgredido el inc. 1 del Art. 16, Art. 32 y Art. 33 de la ley 3.662. A fs. 7 comparece la mencionada escribana a los fines de formular su descargo, del cual se desprende que, en el contenido de una gestión notarial, hizo entrega de una hoja de protocolo a un tercero, identificado como José Samez, para que éste a su vez le hiciera firmar a su padre la misma. De lo cual se desprende que la Escribana Bonahora, fue consiente y aceptó desprenderse plenamente del citado instrumento, asi como la entrega de éste al Sr. Samez, a los fines de que el acto se suscripción (el momento de la firma), se lo hiciera en AUSENCIA de la notaria. Que de modo atenuante, la encartada expresa conocer desde hace muchos años al Sr. José Samez, asi como a su esposa la Escribana Cecilia Neder. Que a fs. 9 mediante proveído de fecha 2/12/2011, se declara la cuestión de puro derecho y se pone a consideración del Consejo Directivo del Colegio Notarial, a los fines de emitir las conclusiones finales del mismo. En fecha 29/12/2011, el Consejo Directivo del Colegio Notarial, mediante Resolución Nº 20/2011 aconseja imponer la SANCIÓN DE SUSPENSIÓN POR EL TÉRMINO DE TRES (3) MESES (Arts. 107 inc. 2 y 110 inc. a de la Ley 6.943) a la Escribana ROXANA BONAHORA DE HANNE, por su actuación como Adscripta del Registro Notarial Nª 1, por haber incurrido en incumplimientos del inc. 1 del Art. 16, Art. 21, Art. 32 y Art. 33  En mérito a ello, solicita se ejerza la competencia asignada por el Art. 98 inc. 1º de la Ley 3.662 modificada por Ley 6.943. 



II)  A fs. 15, se corre vista al Sr. Fiscal General, obrando su dictamen a fs. 16, quien se expide en igual sentido, que el Consejo Directivo del Colegio Notarial. Quedando a consideración de la Exma Sala de Superintendencia del Notariado conforme proveido de fs. 18. Ahora bien, entrando al estudio y consideración de los argumentos esgrimidos por las partes, no se puede soslayar que la Escribana sumariada, en su obrar ha incurrido en evidente violación de lo que dispone el Art. 33 de la ley Nª 3.662, por lo que le cabe responsabilidad disciplinaria notarial, que se origina en violaciones de índole puramente profesional, de las prescripciones dictadas para asegurar la eficacia de las funciones notariales, y se encuentra específicamente vinculada con la conducta o proceder del notario que lesione  el correcto desempeño de su función, por inobservancia de los deberes inherentes al cargo, conforme lo disponen las leyes que regulan su ejercicio, en lo que este caso corresponde, el Art. 33 de la ley Nª 3.662. La alegación de un notario de haber sido sorprendido en su buena fé, debido a la delegación de funciones, que debió haber cumplido personalmente, dicha excusa, no lo exime de responsabilidad.  La función del Escribano es de realización personal, exclusiva y directa por parte del notario investido por el Estado para su ejercicio y no admite delegación en todo o en parte, aun en los mas insignificantes actos que pasen ante su registro. El escribano que delega en una empleada la obtencion de una firma, permitiendo que el protocolo notarial salga de la sede de la escribania, incurre en una conducta que entraña falta de ciudado en la custodia del instrumento que la ley pone en sus manos para ejercer su función fedante. (El Proceso disciplinario del Escribano pag. 198/199) En el caso que nos atañe; y  por dichos reconocidos por la propia escribana Bonahora,  surge, que la misma incurrió en violación a los preceptos legales, al permitir que el protocolo saliera de la escribania, a los fines de hacer firmar al requirente es su domicilio particular. Asimismo, a los fines de la aplicación de sanciones disciplinarias, no es necesario la constatación de una conducta  dolosa, porque no se trata, en este ámbito, de penar la comisión de un delito, sino las faltas relacionadas con el deber de probidad y recto proceder que debe observar el notario, porque la conducta punible debe hallarse en la propia transgresión de esos deberes, mas allá de intencionalidad o del daño producido.   



Por todo lo expuesto y dentro de las facultades conferidas por los Arts. 96,97,98, 107 inc 2, y 110 inc a) de la Ley Notarial Nª 3662, y sus modificatorias de la ley Nª 6.943 y oído que fuera el Sr. Fiscal General, VOTAMOS EN EL SIGUIENTE SENTIDO 1) IMPONER sanción de SUSPENSION POR EL TERMINO DE TRES (3) MESES a la Escribana ROXANA BONAHORA DE HANNE, conforme los argumentos esgrimidos en los considerandos, contados a partir de la fecha de su notificación. 2) NOTIFIQUESE, a la Escribana ROXANA BONAHORA DE HANNE. 3) REGISTRENSE las presentes actuaciones,  en el COLEGIO NOTARIAL y en la EXMA. SALA DE SUPERINTENDENCIA DEL NOTARIADO, DEL  EXMO. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA. Fdo. Dres. Eduardo José Ramón Llugdar (Presidente) y Agustín Pedro Rimini Olmedo (Vicepresidente). Ante mi, Dra. Ana María Cardenas. Prosecretaria de Superintendencia a cargo de Secretaria.-

Voto Dr. Sebastián Diego Argibay



Y VISTO: Para resolver el pedido de sanción de tres (3) meses de suspensión efectiva para la función notarial a la Escribana Roxana Bonahora de Hanne, por su actuación como Adscripta al Registro Notarial N° 1 y por haber incurrido en incumplimiento del inc. 1) del art. 16, art. 21, art. 32 y art. 33 de la ley 3.662 y art. 9 del Decreto Reglamentario N° 822, aconsejada por el Consejo Directivo del Colegio Notarial mediante Resolución N° 20/2011 de fecha 29/12/2011 dictada en el Sumario Administrativo N° 05-02 caratulado: “Colegio Notarial s/Sumario Administrativo por Denuncia ante Fiscalia del Crimen de 2° Nom. por el c. Ángel Samez c/Q.R.R. s.d. de Falsificación de Firma e.p. del mismo (Esc. Bonahora)”; 




Y CONSIDERANDO: I) Que  las actuaciones referidas en los vistos, han sido incorporadas al Expte. N° 21/11 tramitado por ante esta Sala de Superintendencia del Notariado, mediante providencia de fecha 29/02/2012 (fs. 185). 



II) Que el presente expediente tiene su origen en la iniciación de “diligencias preliminares” ordenada por el Consejo Directivo del Colegio Notarial, con la finalidad de obtener toda la documentación relacionada con la causa criminal caratulada: “Expte. N° 1286/10 - Denuncia ante Fiscalia del Crimen de 2° Nom. por el c. Angel Samez c/Q.R.R. s.d. de Falsificación de Firma e.p. del mismo”, y asimismo, determinar el tipo de participación que tuvo la Escribana Roxana Bonahora de Hanne, entonces, en su carácter de Adscripta del Registro Notarial N° 2. Que las mentadas “diligencias preliminares” culminaron con el dictado de la Resolución N° 17/2011 de fecha 04/11/2011 emanada del Consejo Directivo del Colegio Notarial, por la que –en lo pertinente- se dispone “ordenar la iniciación de Sumario Administrativo en contra de la Adscripta del Registro Notarial N° 1, Escribana Roxana Bonahora de Hanne…”, designándose como instructor de la causa al Abogado Asesor de la institución. Que a fs. 25/169 de la instrucción sumarial, se encuentran incorporadas copias certificadas de la causa penal referida precedentemente, la que se tramitan por ante el Juzgado en lo Criminal y Correccional de 2° Nominación. Que a fs. 177/180 luce el descargo efectuado por la Escribana Roxana Bonahora de Hanne, en el que manifiesta: 1) “Que si bien la imputación de cargos que se formula se basa en la manifestación efectuada por mi parte, en que se hizo entrega al Sr. José Samez del protocolo para que sea firmado por su padre en razón de que el mismo manifestó que su padre… salía de bañarse y no se encontraba bien de salud... que no debe soslayarse que se trataba de una situación especial, y donde los actores intervinientes eran personas a las cuales conocía desde hace muchos años, y respecto de quienes tenía un muy buen concepto, dado al estrecho vinculo de amistad que mantenía con la escribana Cecilia Neder de Samez, esposa del Sr. José Samez. Situación esta…que en nada me hizo sospechar o prescindir una actitud incorrecta por parte del Sr. Samez o de la Esc. Cecilia Neder de Samez…”; 2) “Que el protocolo no fue retirado de la escribanía por terceras personas, sino que yo misma trasladé por mis propias manos y bajo mi estricta custodia el instrumento, constituyéndome en el domicilio del Sr. Angel Samez…”; 3) “Que el art. 33 prevé la extracción del cuadernillo para la prestación de funciones si así lo requiere la naturaleza del acto o causas especiales… que se trataba de una situación especial que ameritaba mi traslado hasta el domicilio del poderdante”; 4) “Que con respecto a las transgresiones a los arts. 16 inc. 1° y 32 de la ley 3.662 que se me imputan, las mismas resultan gravosas e infundadas… jamás fui objeto de imputación alguna de incumplimiento a la normativa vigente… he cumplido a rajatabla con la obligación de conservación en buen estado de los protocolos a mi cargo, así como la oportuna entrega de los mismos al Archivo General de la Provincia en tiempo y legal forma, por lo que el encuadramiento de mi conducta en el supuesto del art. 32 resulta improcedente”; 5) “Que respecto a la causa penal iniciada… mi intervención en la misma se limitó a prestar declaración testimonial”. Que a fs. 179 la instrucción sumarial considera que con los elementos colectados la cuestión puede declararse de puro derecho y en consecuencia, quedan las actuaciones en estado de emitir las respectivas conclusiones, las cuales son elevadas al Consejo Directivo con fecha 19/12/2011 (fs. 180). En sus conclusiones, el instructor sumarial expresa: “1) Que es evidente que se está ante una falta de carácter notarial, al haber un pleno conocimiento de la sumariada respecto a la situación antes descripta. 2) Que por ello… entiende que el Notario ha incurrido en incumplimiento de los arts. inc. 1) del art. 16, 21, 32 y 33 de la ley 3.662 así como del art. 9 del Decreto Reglamentario N° 822 de la citada norma legal”. Que con fecha 29/12/2011 (fs. 181/183), el Consejo Directivo resuelve: “Art. 1°: Aconsejar la aplicación de la sanción de tres (3) meses de suspensión efectiva para la función notarial a la Escribana Roxana Bonahora de Hanne por su actuación como Adscripta al Registro Notarial N° 1, por haber incurrido en incumplimiento del inc. 1) del art. 16, art. 21, art. 32 y art. 33 de la ley 3.662 y art. 9 del Decreto Reglamentario N° 822….”, elevando las actuaciones a esta Sala a los fines del inc. 1) art. 98 de la ley 6.943 (fs. 184). Que a fs. 186, emite su dictamen el Fiscal General, que “considera ajustada a derecho la sanción aconsejada”. 



III) La potestad disciplinaria es definida por Goane como “aquella virtualidad jurídica, de la que está munida la Administración pública, para imponer, por medio de sanciones determinadas, una regla de conducta a todos aquellos cuya actividad compromete la misma organización administrativa”. Una de las características del derecho disciplinario es perseguir la protección del orden y la disciplina necesarios para el correcto ejercicio de las funciones administrativas (Soler, Sebastián, Derecho Penal Argentino, t.I, Bs. As., 1956, pag. 22; citado por Comadira, Julio Rodolfo en Derecho Administrativo, Bs. As., 1996, pág. 77/78. Ver Cassagne, Juan Carlos, La intervención Administrativa, Bs. As., 1992, Cap. V, págs... 176/178). O, como lo tiene dicho la Corte, “el debido funcionamiento de los servicios administrativos” (CS. Fallos 310:1034). Así, el bien jurídico tutelado es la correcta prestación del servicio por parte de la administración pública. Su fundamento reside en la necesidad que la Administración posee, como organización prestadora de servicios, de mantener la disciplina interna y de asegurar que sus agentes cumplan las obligaciones de su cargo (Sánchez Morón, Miguel, Derecho de la Función Pública, Tecnos, Madrid, 1996, pág. 262) y, en definitiva, asegurar el buen funcionamiento de la organización administrativa. En este sentido, la Administración Pública asume una superioridad o preminencia que se traduce en el poder jerárquico, cuyo correlativo es el poder disciplinario (Villegas Basavilbaso, Benjamín, Derecho Administrativo, t. III, págs. 529/530, Bs. As., 1959). En definitiva, el fundamento y fin del poder disciplinario consiste en prevenir o evitar que el agente incumpla con sus deberes (o quebrante sus prohibiciones) y de ese modo asegurar y mantener el normal funcionamiento de la Administración Pública, pues sin orden no se puede concebir el eficaz desarrollo de la actividad administrativa (Procuración del Tesoro de la Nación, dictámenes 199:175, citado por Alfredo Repetto, en su trabajo: “Sobre el procedimiento administrativo disciplinario”, publicado en la Revista Procuración del Tesoro de la Nación, N° 38, pág. 7 y ss).
Vemos entonces, que la potestad disciplinaria encuentra su fundamento –como se dijo- en la preservación y autoprotección de la organización administrativa, siendo específica de la relación que vincula a los agentes públicos con la Administración Pública. Es decir, requiere necesariamente de la existencia de una relación entre el agente y la Administración. Que el poder sancionador que detenta la Sala de Superintendencia del Notariado sobre los notarios a raíz de su mal desempeño en la función con motivo de la transgresión a los límites y estrictas exigencias del ordenamiento legal que regula la actividad profesional notarial, se justifican por su especial naturaleza, ya que las facultades que se atribuyen a los escribanos de dar fe a los actos y contratos constituye una concesión del Estado otorgada por la calidad de funcionario público, y por ende, guardan adecuada proporción con la necesidad de tutelar el interés público comprometido (CS, Fallos 306:1566). Traídos estos conceptos a la materia que nos ocupa, vemos que el Art. 96 de la Ley Nº 6943 –modificatoria de la Ley Nº 3662- señala que el gobierno del notariado será ejercido por el Tribunal de Superintendencia y por el Colegio Notarial en la forma que establezca la ley y la reglamentación; regulando en el Art. 98°, que compete a la Superintendencia del Notariado, “confirmar, rechazar y/o modificar las resoluciones emitidas por el Colegio Notarial que aconsejen sanciones sobre toda denuncia o asunto relativo a la responsabilidad disciplinaria y funcional de los notarios”. Asimismo, distinguiéndose de la responsabilidad penal, la responsabilidad disciplinaria tiene como característica que -en su régimen- “gobierna el criterio de la oportunidad, o sea, la facultad discrecional del Estado de apreciar la conveniencia circunstancial de castigar al agente en la medida en que la Administración estime necesario para proteger su correcto y normal funcionamiento” (Procuración del Tesoro de la Nación, Dictámenes 113:71; 83:344; 85:74; 93:269; 109:353; 146:164. Ver Baró, Daisy, La relación de empleo público, Bs. As., 1982, pág. 66. En relación a la facultad discrecional apuntada, Comadira en Derecho Administrativo, cit., pág. 81). Ahora bien, no por tratarse de una potestad donde gobierna el criterio de la oportunidad, su pleno ejercicio por parte de esta exime a esta Sala del deber de fundamentación del acto, y respetar –con ello- el derecho del sumariado a obtener una decisión fundada, que haga expresa consideración de los principales argumentos y de las cuestiones propuestas, en tanto fueren conducentes a la decisión del caso. Sobremanera, tratándose del ejercicio del poder disciplinario. Ello además, constituye un elemento esencial del acto, y como tal, condición de validez, ya que la motivación del acto administrativo es definida como la exteriorización de la existencia de la causa y de la finalidad (Cassagne, J.C., Derecho Administrativo, t. II, págs. 149/150). Tal motivación, como exteriorización o manifestación de los extremos en que se sustentan el acto, incluye una referencia a tres aspectos: “las razones que inducen a emitir el acto”, y, “además”, “los hechos y antecedentes que le sirven de causa” y el “derecho aplicable” (CNEsp. Civ. Y Com., 20/08/87, en autos: “González Vilar”; JA, 1987-IV-608). 



IV) Entrando al tratamiento del caso que nos ocupa, cabe puntualizar, por otra parte, que el sumario fue iniciado mientras la escribana se encontraba en ejercicio de la función notarial como adscripta al Registro Notarial N° 1, y al momento del dictado del presente acto, la misma ya no se encuentra en funciones. En efecto, pese a tratarse de una falta disciplinaria –a mi juicio- de investigación sencilla, reconocida incluso por la propia escribana, su tramitación ante el Colegio Notarial se dilató por el término de 15 meses, situación ésta, que tal como ya lo sostuve en el “Expte. Nº 99/11: Excma. Sala de Superintendencia del Notariado remite informes al Colegio Notarial a fin de que evacue los mismos”, evidencia la falta de celeridad de los órganos competentes del Colegio Notarial, respecto del tratamiento oportuno de las cuestiones disciplinarias de sus matriculados, cuestiones estas que –reitero- motivan la preocupación y el análisis de cuestiones que resultan de competencia de la Sala de Superintendencia del Notariado de éste máximo Tribunal. Esta situación particular, de que la escribana sumariada no se encuentre actualmente en ejercicio de la función notarial, hace necesario el tratamiento previo de algunas cuestiones dogmáticas-jurídicas acerca de la subsistencia –o no- de la potestad disciplinaria que esta Sala de Superintendencia del Notariado detenta, luego de que un notario en ejercicio de la función deja de serlo antes de que se haya emitido el acto en donde se determina si el mismo ha cometido una infracción que acarrea responsabilidad disciplinaria, y en su caso, que sanción le cabe, dado que la ley notarial de la provincia establece en forma expresa que: “en el sentido de esta ley, sólo es notario quien ejerce funciones como titular, adscripto o suplente de un registro notarial” (art. 85). De la postura que se asuma, dependerá la ulterior resolución del presente caso. Reseñando calificada doctrina, vemos que Marienhoff se ha pronuncia a favor de la subsistencia de la potestad sancionatoria una vez concluida la relación de empleo público, requiriendo el elemento del conocimiento o no, por parte de la Administración, de los hechos que justifican la sanción (Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, t. III-B, Cap. IX – E-416, Bs. As., 1995). Este autor reafirma su postura al referirse a la posibilidad de sancionar al agente que ha dejado el ejercicio actual (activo) de la función, hallándose, actualmente, en situación de pasividad (jubilado) (Ob. Cit., t. III-B, pág. 412 y ss. En el mismo sentido, véase Delperee, Francis, L’élaboration du droit disciplinaire de la fonction publique, Título Primero, Capítulo II, París, 1969, Pág. 90, citado por Fiorini). En la misma línea de pensamiento, Comadira considera que no es necesaria la subsistencia de empleado publico para que la Administración pueda sancionar al agente, pues si la falta existió, el fin preventivo de la sanción es siempre posible de ser cumplido, sin que sea necesario distinguir, tal como lo efectúa Marienhoff, si la administración conocía, pudo o debió o no conocer los hechos que justifica la sanción disciplinaria. En este sentido se desprende que, para esta postura, el cese definitivo del empleado o funcionario no supone necesariamente una desvinculación total ni importa la no subsistencia de todos los efectos de la relación de empleo público (Baró, Daisy, ob. Cit. Bs. As. 1982, pág. 72, citado por Florencio Travieso, en El Derecho, Diario de Jurisprudencia y Doctrina Derecho Administrativo N° 10.327, 30/08/2001, pag. 13, “La subsistencia de la facultad disciplinaria de la Administración luego de la extinción de la relación de empleo público”). Parece ser ésta la postura fijada por mis colegas preopinantes, a la que por las razones que a continuación expongo, adhiero. En efecto, a criterio del suscripto, es perfectamente admisible la posibilidad de que un órgano competente de la Administración aplique una sanción disciplinaria a quien a concluido su relación de funcionario público, ya que la acción de esta Sala de Superintendencia Notarial, no puede hallarse limitada para ejercer su potestad sancionatoria al período de tiempo en que el escribano ha ejercido funciones de notario, no solo por los bienes jurídicos tutelados y comprometidos en el función notarial (fe pública-seguridad jurídica), sino además, por la eventual posibilidad de que el escribano retome el ejercicio de la función notarial, con la consiguiente importancia de que, los hechos por los que resultan denunciados, sean debidamente esclarecidos mediante la instrucción del sumario administrativo pertinente, y en su caso, se determine la sanción que hubiese correspondido cumplir. El notario en ejercicio se hace acreedor a la sanción disciplinaria desde el momento mismo en que comete la falta –cuando reviste el carácter de notario- y por ende esta Sala, conserva la potestad disciplinaria hasta que, y luego de la sustanciación del sumario respectivo, aplique la medida que estime pertinente. Ello así, además, en tanto que las consecuencias de las sanciones no se agotan con el solo cumplimiento de ellas, sino que además sirven como futuro elemento de ponderación ante la eventual comisión de futuras faltas disciplinarias, para el caso de que el escribano sumariado, retome el ejercicio de la función (como titular, adscripto o suplente), ya que de no adoptar esta postura, se dejarían sin reproche disciplinario faltas que deberían sancionarse no solo para resguardar el buen orden, legalidad y certeza jurídica de la actividad notarial, sino para dar cuenta a la sociedad y al resto de la Administración comprendida en el ejercicio de la Superintendencia del Notariado por parte de éste Tribunal Superior, del juicio que merece el ex-notario que no cumplió con los deberes impuestos por la ley que regula el ejercicio de la función notarial en la provincia. Lógicamente, y en esto disiento con mis distinguidos colegas preopinantes, en estos casos, propicio que la sanción solamente debe quedar asentada en el legajo personal del ex-notario (en el sentido de la ley 3662 y modif.), dada la imposibilidad de hacer efectivas las consecuencias derivadas del ejercicio del poder disciplinario de la administración (sanción), al no encontrarse el escribano en “ejercicio de la función notarial”. Por otra parte, cabe acotar que este es el criterio acogido por la C.S.J.N. en la causa “Spinosa Melo” en el cual modifico la jurisprudencia sentada en el caso “Magallanes”, estableciendo que “la ley del servicio exterior no dejaba dudas en cuanto a que, al menos en determinadas circunstancias, los funcionarios en situación de retiro son susceptibles de ser sancionados con cese o exoneración”. Agrego además, que “si bien es cierto que en la especie la sanción de exoneración fue aplicada después de que el embajador había pasado a situación de retiro obligatorio, los hechos determinantes de su exoneración datan del tiempo inmediato anterior, cuando todavía formaba parte del servicio activo y cumplía funciones en la Republica de Chile” (C.S., 05/09/2.006 – Spinosa Melo, Oscar F. v. Estado Nacional, consid. 5). 



V) Formuladas las argumentaciones de tipo conceptual, y atento a la posición asumida por el suscripto, cabe ahora ocuparnos respecto al reproche disciplinario que se formula a la Escribana Roxana Bonahora de Hanne.
Al respecto, cabe puntualizar que el presente sumario administrativo tiene por objeto analizar la actuación profesional que le cupo a la notaria en su carácter de adscripta al Registro Notarial Nº 2, en el otorgamiento de la escritura Nº 702 de fecha 28 de agosto del 2.009 cuya copia luce agregada en copia certificada a fs. 16. Respecto de la misma, se imputa a la notaria dos hechos: el primero, haber trasladado el protocolo notarial de la sede de la Escribanía hasta el domicilio del Sr. Ángel Samez, y el segundo, haber permitido que su hijo José Samez ingrese con el protocolo notarial a este domicilio con el fin de que se proceda a su firma, delegando de esta manera a un tercero una cuestión inherente a su función notarial, hechos estos que a la postre dieron motivo al inicio de una causa penal referenciada, en la que obra agregada una pericia caligráfica en la que se concluye que “el Sr. Ángel Alonso Samez no firmo la escritura Nº 702 fechada el 28/08/2.009” (fs. 71/77). Ambos hechos son reconocidos expresamente por la escribana sumariada esgrimiendo la misma como defensa respecto al primero de los hechos que lo hizo autorizada por el ultimo párrafo del art. 33 de la Ley Notarial que autoriza a retirar el protocolo “si así lo requiere la naturaleza del acto o causas especiales”, y respecto al segundo de los hechos, invoca razones humanas vinculadas al estado de salud del Sr. Ángel Samez y al estrecho vinculo de amistad que unía a la misma con la escribana Cecilia Neder de Samez, esposa del Sr. José Samez a las cuales conocía desde hace muchos años y gozaba del mejor de los conceptos.
Que con respecto al primero de los hechos, resulta de aplicación lo dispuesto por la primera parte del art. 33 que expresamente dispone que “el protocolo no podrá ser retirado de la notaria sino por causa de fuerza mayor o por los motivos y en los casos que disponga las leyes…”. En efecto, la regla o principio general en la materia, es que el protocolo notarial debe ser conservado y custodiado en la misma Escribanía, bajo la supervisión del notario a cargo del registro. Ello es así, por una razón muy simple: el notario, como funcionario público a los fines del ejercicio de su ministerio, cuenta con un único domicilio legal habilitado a esos fines (art. 90 inc. 1º Cod. Civ.). Si bien asiste razón a la escribana, en cuanto afirma que la ultima parte del art. 33 faculta –en algún caso excepcional- al retiro del protocolo de la notaria, no es menos cierto, que en estos casos el oficial publico tiene el deber de consignar en el texto del documento que autorice los motivos por los cuales sale de la sede de la escribanía el protocolo, justamente a efectos de evitar posteriores objeciones a su actuación y eventuales sanciones disciplinarias por extraer el protocolo sin causa que lo avalara, cuestiones estas que han sido omitidas por la escribana en la actuación profesional que le cupo, lo que evidencia un déficit en su actuación funcional que le cupo en la emisión de la escritura aludida. Con respecto al segundo hecho, esto es haber delegado a terceros funciones que debió haber cumplido personalmente, la escribana aduce como defensa la enfermedad del Sr. Ángel Samez y la confianza a su hijo José Samez, excusas estas que si bien pueden haber sido hechas con las mejores intenciones de ayudar, en modo alguno se erigen en excusas legales que liberan a la notaria de las responsabilidades y obligaciones indelegables que le caben como funcionaria publica depositaria de la “fe publica”, las que se patentizan en el art. 21 de la Ley Notarial en donde se formula una descripción de la función privativa del notario en la formación del documento, con lo que queda de manifiesto un mal obrar profesional susceptible del reproche disciplinario que se formula. 



Por todo lo expuesto, y oído el que fuere el Ministerio Publico, VOTO EN EL SIGUIENTE SENTIDO: 1) Imponer sanción de suspensión por el termino de (3) tres meses a la Escribana Roxana Bonahora de Hanne, con los alcances y fundamentos esgrimidos en el considerando IV); 2) Notifíquese la presente a la Escribana Roxana Bonahora de Hanne personalmente o por cedula; 3) Regístrese la presente en los legajos y registros correspondientes del Colegio Notarial y Excma. Sala de Superintendencia del Notariado.- Fdo. Dr. Sebastian Diego Argibay (vocal). Ante mí, Dra. Ana María Cardenas, Prosecretaria de Superintendencia a cargo de Secretaria.-

_______________________________________________________________________ 

                                                       Santiago del Estero, veinte de marzo de dos mil doce.-

             En orden al resultado de la votación realizada, la Sala de Superintendencia del Notariado del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, conforme lo establecido por el Art. 99 de la Ley 6.943, modificatoria de Ley 3.662, ACUERDA: 1) IMPONER sanción de SUSPENSION POR EL TERMINO DE TRES (3) MESES a la Escribana ROXANA BONAHORA DE HANNE, conforme los argumentos esgrimidos en los considerandos, contados a partir de la fecha de su notificación. 2) NOTIFIQUESE, a la Escribana ROXANA BONAHORA DE HANNE. 3) REGISTRENSE las presentes actuaciones,  en el COLEGIO NOTARIAL y en la EXMA. SALA DE SUPERINTENDENCIA DEL NOTARIADO, DEL  EXMO. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA..- Fdo. Dres. Eduardo José Ramón Llugdar (Presidente), Agustín Pedro Rimini Olmedo (Vicepresidente) y Sebastian Diego Argibay (vocal). Ante mi, Dra. Ana María Cardenas. Prosecretaria de Superintendencia a cargo de Secretaria.-

